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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, del veinticinco de febrero de dos mil veintiséis.

VISTO el expediente conformado con motivo del Recurso de Revisión 12556/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por el Recurrente o Particular, en contra de la respuesta del Sujeto Obligado, Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de Los Pueblos Indígenas del Estado de México, a la solicitud de acceso a la información pública 00136/CEDIPIEM/IP/2025, se emite la presente Resolución, con base en los Antecedentes y Considerandos que a continuación se exponen:

[bookmark: _Toc223014963]A N T E C E D E N T E S

[bookmark: _Toc223014964]I. Presentación de la solicitud de información

Con fecha veintidós de septiembre de dos mil veinticinco, el Particular presentó una solicitud de acceso a la información pública, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense, en lo sucesivo el SAIMEX, ante el Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de Los Pueblos Indígenas del Estado de México, ya que si bien se tuvo por presentada el veinte de dicho mes y año, lo cierto es que fue inhábil, por lo que se tuvo por presentada el día hábil subsecuente, mediante la cual requirió lo siguiente:

“DESCRIPCIÓN CLARA Y PRECISA DE LA INFORMACIÓN SOLICITADA
solicito justificación oficial jurídica de la continuidad de los representantes y de sus pagos pese a la inactividad del FEDIPIEM.” (Sic).

Modalidad de Entrega: A través de SAIMEX.
[bookmark: _Hlk216887448]
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Con fecha trece de octubre de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de acceso a la información a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), mediante la digitalización del oficio número 229C010100030OS/692/2025, de fecha de su presentación, suscrito por el Titular de la Unidad de Transparencia, dirigido al Solicitante a través del cual manifiesta y expone esencialmente lo siguiente:

“…Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 12 párrafo segundo, 23 fracción I, 24 párrafo tercero, 162 y 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y de acuerdo con la información proporcionada y que obra en los archivos de la Unidad de Apoyo Administrativo del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas del Estado de México (CEDIPIEM), me permito informarle que conforme a lo dispuesto en los artículos 6 fracción IV incisos I) y m), y 16 fracciones IV y V, de la Ley que crea este Organismo Público Descentralizado, menciona que el cargo deberá durar tres años; sin embargo, la misma ley no menciona que no puedan extender su periodo; así mismo, si bien el FEDIPIEM no ha sesionado, los vocales ante este Fondo siguen participando en eventos, reuniones y en sesiones de la Juta de Gobierno; por lo que, la retribución económica, es por concepto de apoyos económicos para la coordinación de acciones de atención a las comunidades indígenas que permitan fortalecer las formas de organización propias de los pueblos indígenas…”


[bookmark: _Toc223014966]III. Interposición del Recurso de Revisión

Con fecha treinta de octubre de dos mil veinticinco, se recibió en este Instituto, a través del SAIMEX, el Recurso de Revisión interpuesto por la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de Los Pueblos Indígenas del Estado de México, en los siguientes términos:

ACTO IMPUGNADO
“el CEDIPIEM respondió que: “El cargo deberá durar tres años; sin embargo, la misma ley no menciona que no puedan extender su periodo, así mismo, si bien el FEDIPIEM no ha sesionado, los vocales ante este Fondo siguen participando en eventos, reuniones y en sesiones de la Junta de Gobierno; por lo que la retribución económica es por concepto de apoyos económicos para la coordinación de acciones de atención a las comunidades indígenas…” La respuesta no cumple con la solicitud formulada, ya que no entrega la justificación jurídica oficial (documental y normativa) que respalde la continuidad del cargo ni los pagos efectuados durante la inactividad del FEDIPIEM.” 
(Sic)

RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD
“El sujeto obligado únicamente menciona artículos de manera general, sin proporcionar documentos oficiales, acuerdos, actas, resoluciones o fundamentos normativos que respalden la extensión de los periodos de los representantes y los pagos realizados. El CEDIPIEM argumenta que la ley no prohíbe extender el periodo; pero tampoco establece la posibilidad ni el procedimiento para hacerlo. En materia administrativa, solo se puede hacer lo que la ley expresamente permite, por lo que la ausencia de disposición normativa no autoriza la prórroga de funciones. Si la ley no establece un plazo adicional, el cambio de representantes debe realizarse de manera inmediata al concluir el periodo legal de tres años, de lo contrario se incurre en una posible irregularidad administrativa. El sujeto obligado no acredita documentalmente los pagos o apoyos económicos otorgados ni su justificación jurídica, contraviniendo el principio de legalidad en el ejercicio de recursos públicos. Ante la falta de justificación jurídica y la posible prolongación indebida del cargo de los representantes y uso de recursos sin sustento legal, se solicita que el INFOEM dé vista al Órgano Interno de Control del CEDIPIEM, a fin de que investigue la posible omisión o irregularidad administrativa en el ejercicio de funciones y recursos públicos.” 
(Sic)

[bookmark: _Toc223014967]IV. Trámite del Recurso de Revisión ante este Instituto

a) Turno del Recurso de Revisión. El treinta de octubre de dos mil veinticinco, el SAIMEX, asignó el número de expediente 12556/INFOEM/IP/RR/2025 al medio de impugnación que nos ocupa, con base en el sistema aprobado por el Pleno de este Organismo Garante y lo turnó al Comisionado Luis Gustavo Parra Noriega, para los efectos del artículo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

b) Admisión del Recurso de Revisión. El cuatro de noviembre de dos mil veinticinco, se acordó la admisión del Recurso de Revisión, interpuesto por la Recurrente, en contra del Sujeto Obligado, en términos del artículo 185, fracciones I y II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual fue notificado a las partes el mismo día, a través del SAIMEX, en el que se les otorgó un plazo de siete días hábiles posteriores a la misma, para que manifestaran lo que a su derecho conviniera y formularan alegatos.



c) Informe Justificado. El veinte de noviembre de dos mil veinticinco, se recibió, a través del SAIMEX, el informe justificado por medio de la digitalización del oficio sin número de fecha de su presentación, suscrito por el Titular de la Unidad de Transparencia, dirigido al Comisionado Ponente, a través del cual esencialmente ratifica su respuesta inicial.

d) Vista del informe justificado. El dieciocho de febrero de dos mil veintiséis, se dictó acuerdo mediante el cual se puso a la vista del Particular, el Informe Justificado entregado por el Sujeto Obligado, el cual fue notificado, a través del SAIMEX, el mismo día. 

[bookmark: _heading=h.9qpj1ejz85lp]e) Manifestaciones. Con fecha catorce de diciembre de dos mil veinticinco el Recurrente presentó un escrito a través del cual realiza diversas manifestaciones tendientes a inconformarse por la falta de entrega de los documentos que dieran cuenta de lo peticionado.

f) Ampliación de plazo para resolver. El dieciocho de febrero de dos mil veintiséis, el Comisionado Ponente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, acordó ampliar por un periodo de quince días hábiles, el plazo para resolver el Recurso de Revisión que nos ocupa; acto que fue notificado a las partes, mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), el mismo día.

g) Cierre de instrucción. El veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis, al no existir diligencias pendientes por desahogar, se emitió el acuerdo por medio del cual se declaró cerrada la instrucción y se determinó pasar los expedientes a resolución, en términos de lo dispuesto en los artículos 185, fracciones VI y VIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, acto que fue notificado a las partes, mediante el SAIMEX, el mismo día.

En razón de que fue debidamente sustanciado el expediente electrónico y no existe diligencia pendiente de desahogo, se emite la resolución que conforme a Derecho proceda, de acuerdo a los siguientes: 


[bookmark: _Toc223014968]C O N S I D E R A N D O S

[bookmark: _Toc223014969]PRIMERO. Competencia

El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión interpuesto por la persona Recurrente, conforme a lo dispuesto en los artículos 5°, párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto, fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; Cuarto Transitorio, párrafo segundo del Decreto número 198 de la “LXII” Legislatura del Estado de México; 1°, 2°, fracciones II y IV; 13, 29, 36, fracciones I y II; 176, 178, 179, 181 párrafo tercero, 185, 188 y 189 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; 7°, 9°, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc223014970]SEGUNDO. Causales de improcedencia y sobreseimiento

De las constancias que forma parte del Recurso de Revisión que se analiza, se advierte que previo al estudio del fondo de la litis, es necesario estudiar las causales de improcedencia y sobreseimiento que se adviertan, para determinar lo que en Derecho proceda.

Causales de improcedencia

Este Instituto realiza el estudio oficioso de las causales de improcedencia, por tratarse de una cuestión de orden público y de estudio preferente (acorde con el Criterio orientador en la Tesis de Jurisprudencia “IMPROCEDENCIA.” (Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, 1985, pág. 262), el cual establece que debe examinarse previamente la procedencia del juicio de amparo, sea que las partes lo soliciten o no, por ser una cuestión de orden público; de tal suerte, deberá ser desechado cualquier Recurso de Revisión que actualice alguno de los supuestos establecidos en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por ser improcedente.

En el presente caso, no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia establecidas en el ordenamiento jurídico previamente señalado, toda vez que: el recurso fue presentado dentro del plazo establecido en el artículo 178 de la Ley la materia; además, que este Instituto no tiene conocimiento de que se encuentre en trámite algún medio de defensa presentado por la Recurrente ante otra instancia; no existió prevención alguna; la veracidad de la respuesta no formó parte del agravio; ni se realizó una consulta o ampliación a los alcances del requerimiento informativo.

Asimismo, se actualiza la causal de procedencia del Recurso de Revisión establecida en el artículo 179, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, referente a la negativa de la información solicitada.

Causales de sobreseimiento

Por ser de previo y especial pronunciamiento, este Instituto analiza si se actualiza alguna causal de sobreseimiento.

El artículo 192 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, señala las causales por las cuales se puede sobreseer en todo o en parte, el Recurso de Revisión; así, del análisis realizado por este Instituto, se advierte que no se actualiza algún supuesto de sobreseimiento; lo anterior, en virtud de que no hay constancias en el expediente en que se actúa, de que el Recurrente se haya desistido del recurso, haya fallecido, sobreviniera alguna causal de improcedencia, que el Sujeto Obligado hubiese modificado o revocado el acto impugnado o bien, haya quedado sin materia.

Por tales motivos, se considera procedente entrar al fondo del presente asunto. 
[bookmark: _Hlk216880022]
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Una vez realizado el estudio de las constancias que integran el expediente en que se actúa, se desprende que el Particular requirió la justificación legal oficial de la continuidad de los representantes y pagos derivado de la inactividad, al veintidós de septiembre de dos mil veinticinco.

En respuesta, el Sujeto Obligado a través de la Unidad de Apoyo Administrativo informó que conforme a lo dispuesto en los artículos 6 fracción IV incisos l), m) y 16 fracciones IV y V de la Ley que crea el Organismo Descentralizado, el cargo deberá durar tres años, sin embargo no señala que no se pueda extender dicho periodo, sumado a que los vocales siguen participando en eventos, reuniones y en sesiones de junta de gobierno, por lo que a retribución económica se erogan en razón de sus funciones; Ante dicha circunstancia, el Particular se agravió con la la negativa de la información solicitada al señalar que no le habían proporcionado los documentos que dieran cuenta de la justificación legal de sus funciones y retribuciones económicas; circunstancia que actualiza la causal de procedencia prevista en la fracción I, del artículo 179 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

Así las cosas, admitido y notificado el medio de impugnación a las partes, el Sujeto Obligado ratificó su respuesta inicial, por su parte el Recurrente realizó diversas manifestaciones tendientes a inconformarse por la negativa de entrega de la información solicitada. 

Lo anterior, se desprende de las documentales que obran en el expediente de referencia, materia de la presente resolución, consistentes en la solicitud de acceso a la información, la respuesta, el escrito recursal, y el informe justificado instrumentales que se toman en cuenta a efecto de resolver el presente medio de impugnación, conforme a lo dispuesto por el artículo 185, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

[bookmark: _Toc223014972]CUARTO. Marco normativo aplicable en materia de transparencia y acceso a la información pública

El artículo 6°, Apartado A), fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que toda la información en posesión de cualquier autoridad, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público.

Por su parte, en materia local, el artículo 5°, fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, es coincidente con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de la publicidad de toda la información, con la única restricción de proteger el interés público, así como la información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.

Por su parte, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios (Reglamentaria del artículo 5° de la Constitución Local), establece lo siguiente:

El artículo 12, que, quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma.

El artículo 18, que, los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen.

El artículo 19, que, se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y en caso de que dichas facultades no se hayan ejercido, se deberá motivar la respuesta en función de las causas que motivaron tal circunstancia.

[bookmark: _Toc223014973]QUINTO. Estudio de Fondo

Expuestas las posturas de las partes, se procede a realizar el análisis del agravio hecho valer por el ahora Recurrente, concerniente a la negativa de la información, por lo que en principio resulta necesario contextualizar la solicitud de información.
  
En principio, cabe precisar que de conformidad con los artículos 6°, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 4° de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública vigente a la fecha de la solicitud y 4° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona.
 
En ese contexto, el artículo 18 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, contempla que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.
Lo anterior toma relevancia, pues según Jarquín, Soledad (2019), en el “Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública” (p. 126 y 127), todos los sujetos obligados tienen la obligación jurídica, en materia de transparencia y acceso a la información pública, de dejar constancia o registro material de las actividades efectuadas con motivo del ejercicio de sus atribuciones de cualquier acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.
 
Además, precisa que los documentos son el registro material que da testimonio de las actividades efectuadas por los sujetos obligados con motivo del ejercicio de sus facultades, atribuciones o funciones, los cuales pueden ser escritos, impresos, sonoros, visuales, electrónicos, informáticos, entre otros; asimismo aclara que estos pueden contener valores administrativos, legales, fiscales, contables, históricos, informativos, entre otros. 
 
En ese contexto, los diversos 12 y 24 de dicho ordenamiento jurídico, prevén que, es deber de los Sujetos Obligados proporcionar la información pública que se les requiera siempre y cuando obre en sus archivos; lo cual no implica que tengan que procesar, generar, resumir, efectuar cálculos o practicar investigaciones a fin de satisfacer la pretensión de los solicitantes.

Ahora bien, el artículo 1 de la Ley que crea el Organismo Público Descentralizado denominado Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas del Estado de México (CEDIPIEM), establece que es un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, el cual estará sectorizado a la Secretaría de Bienestar.

Por su parte el artículo 3, de la Ley referida establece que, para el cumplimiento de su objetivo, tendrá diversas atribuciones a saber:

· Establecer las políticas, estrategias, programas y acciones para el desarrollo integral, equitativo y sustentable de los pueblos indígenas del Estado de México; 
· Propiciar el fortalecimiento, difusión, revaloración y reposicionamiento de la cultura, valores sociales y cosmovisión de los pueblos indígenas, así como preservar el uso de sus lenguas; 
· Realizar por sí o a través de terceros, estudios e investigaciones orientadas a promover el desarrollo integral de los pueblos indígenas, así como para contribuir al enriquecimiento, preservación de su acervo histórico y cultural; 
· Concertar con los sectores público, social y privado, la ejecución de acciones conjuntas en beneficio de los pueblos indígenas; 
· Promover, realizar y participar en foros, congresos, seminarios y demás eventos relacionados con su objeto, por sí o en representación del Ejecutivo del Estado;
· Actuar como interlocutor de las instancias gubernamentales y los pueblos indígenas y ser enlace con los organismos que tengan el mismo objetivo, procurando que en su actuación reconozcan, protejan y respeten los sistemas normativos internos, los valores culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos, así como considerar los problemas que planteen de manera individual o colectiva; 
· Fortalecer las formas de organización propias de las comunidades indígenas, que propicien la elevación y evaluación de los índices de bienestar social y coadyuven a la reconstitución, al ejercicio de la libre determinación y autonomía de los pueblos y comunidades indígenas, respetando su organización originaria; 
· Impulsar la capacitación y organización participativa al interior de las comunidades indígenas, respetando sus formas internas de organización; 
· Promover, coordinar, operar y evaluar las políticas y programas de apoyo a los pueblos indígenas, en coordinación con los gobiernos municipales y la participación, en su caso, de las dependencias y organismos auxiliares de la administración pública estatal;
· Coadyuvar y asistir a los indígenas que lo soliciten, en asuntos que tengan interés para la defensa de sus derechos ante las autoridades federales, estatales y municipales involucradas; 
· Promover el cumplimiento de las disposiciones legales federales, estatales y municipales, así como los compromisos de carácter internacional que suscriba o haya suscrito el gobierno mexicano, con relación a la protección y desarrollo de los pueblos indígenas; 
· Proponer los mecanismos necesarios para la obtención de los recursos, para la implementación de programas y acciones para el desarrollo de los pueblos indígenas; 
· Celebrar convenios, contratos y acuerdos de colaboración con instituciones, entidades federales, estatales y municipales, organismos del sector público, social y privado y organismos nacionales, extranjeros y multinacionales para el logro de su objeto y el fortalecimiento de sus atribuciones; 
· Ser instancia de consulta para la formulación, ejecución y evaluación de las acciones que realicen las dependencias y organismos auxiliares de la administración pública estatal, en materia de apoyo a los pueblos indígenas, sin que esto sustituya las consultas que refiere el artículo 9 fracción II inciso a) de la Ley de Derechos y Cultura Indígena del Estado de México; 
· Proponer programas y acciones que contribuyan a dar cumplimiento a los principios constitucionales, en materia de atención a los pueblos y comunidades indígenas; 
· Expedir en el ámbito de su competencia, el Reglamento Interior y las disposiciones necesarias, a fin de hacer efectivas las atribuciones que se le confieren para el cumplimiento de su objeto; 
· Intervenir en casos de controversias entre las autoridades municipales y las comunidades indígenas, para propiciar acuerdos conciliatorios;
· Generar acciones para sensibilizar respecto de la incompatibilidad expresa de los sistemas normativos propios en la atención o intervención en asuntos relacionados con delitos o actos de naturaleza sexual al interior de las comunidades; y
· Generar políticas públicas para la atención, prevención, erradicación y denuncia de cualquier tipo de violencia, en especial la sexual, la familiar y de género, al interior de las comunidades indígenas desde una perspectiva intercultural, de género, de infancia, adolescencia y discapacidad, así como difundir información sobre los recursos legales a favor de las víctimas de violencia, mediante su traducción en lenguas indígenas y formatos accesibles, en coordinación con las autoridades competentes.

En este contexto, artículo 4 de la Ley referida señala que la dirección del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de Los Pueblos Indígenas del Estado de México, corresponde a los siguientes:

· Junta de Gobierno; y
· Vocal Ejecutivo; 

El artículo 6, señala que la Junta de Gobierno es la máxima autoridad del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de Los Pueblos Indígenas del Estado de México (CEDIPIEM) y estará integrada por:

I. Una Presidencia, que estará a cargo de la persona titular de la Secretaría de Bienestar; 
II. Una Secretaría Técnica, que estará a cargo de la persona Titular de la Vocalía Ejecutiva; 
III. Una Comisaría, que estará a cargo de la persona representante de la Secretaría de la Contraloría; 
IV. Veinte vocales, quienes serán las personas titulares entre otros l) Siete representantes de los pueblos indígenas originarios del Estado de México, de los cuales dos corresponderán al pueblo Mazahua, dos al pueblo Otomí y uno por cada uno de los pueblos Nahua, Tlahuica y Matlazinca, los cuales durarán en su cargo tres años. 

Finalmente, el artículo 18 de la Ley en estudio, señala que el personal del Consejo gozará de las prestaciones y servicios que establece la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios.

Ahora bien, este Instituto localizó el comunicado número 688 del veintiocho de abril de dos mil veinticinco, visible en el siguiente enlace para su visualización https://congresoedomex.gob.mx/boletin/82ccf833-bd03-4cb9-93e9-3da16ff9caab, en el cual se logró vislumbrar, que la Diputada Local Leticia Mejía García propuso la Secretaría de Interculturalidad, Pueblos y Comunidades Indígenas, Afroamericanas y Migrantes, como la dependencia del gobierno estatal encargada de definir, planear, orientar, promover, coordinar, dirigir, ejecutar, evaluar y dar seguimiento a las políticas, programas, estrategias y acciones para el desarrollo integral de las personas integrantes de esos pueblos y comunidades residentes en la entidad.

La iniciativa de reforma a las leyes Orgánica de la Administración Pública y de Derechos y Cultura Indígena, ambas estatales, plantea la extinción del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas del Estado de México (CEDIPIEM), y sus recursos humanos, materiales y financieros se transfieran a la nueva Secretaría, respetando los derechos de las y los servidores públicos que laboran en el Consejo y se integren a la dependencia propuesta.

Además, se localizó el Acta de la Quinta Sesión Extraordinaria de la Junta de Gobierno del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas del Estado de México, del dos de septiembre de dos mil veinticuatro, visible en https://cedipiem.edomex.gob.mx/sites/cedipiem.edomex.gob.mx/files/files/Documentos%20PDF/Transparencia/Solicitudes%20de%20informaci%C3%B3n%20atendidas/2025/OTUT%2062.pdf, a través del cual se logró vislumbrar a los representantes ante la junta de gobierno de los pueblos indígenas:

1. Apolinar Faustino Mendoza (Vocal propietario por el pueblo Mazahua);
2. Ma. Magdalena García Bermúdez (Vocal propietaria del Pueblo Otomí);
3. Mario Martínez Becerril (Vocal propietario por el pueblo Otomí);
4. Concepción Peñaloza Reyes (Vocal propietario por el pueblo Mazahua);
5. Vicente Flores Escobar (Vocal propietario por el pueblo Matlazinca);
6. Adela Graciela Vega (Vocal propietario por el pueblo migrante Totonaca); y
7. Clara Soanacatl Cuautle (Vocal propietario por el pueblo Matlazinca).

[bookmark: _Hlk222344302]En este contexto, se logra colegir que derivado de los cambios que se han generado y ante la propuesta de reforma que sustituye al CEDIPIEM, es del interés del solicitante conocer respecto de los siete representantes indígenas del Organismo, al veintidós de septiembre de dos mil veinticinco, los documentos en los que se advirtiera lo siguiente;

1. La justificación legal de la continuidad en el cargo; y
2. La justificación legal de sus pagos.

Así, de las constancias que obran en el expediente, se logra vislumbrar que el Sujeto Obligado turnó la solicitud de información a la Unidad de Apoyo Administrativo, por lo que resulta necesario hacer referencia al procedimiento de búsqueda que deben seguir los Sujetos Obligados para localizar la información, el cual se encuentra previsto en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual establece que las Unidades de Transparencia garantizarán que las solicitudes de acceso a la información se turnen a todas las áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla -de acuerdo a las facultades, competencias y funciones-, con el objeto de que dichas áreas realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información requerida.
 
En este contexto, resulta oportuno traer al estudio los numerales 211C0101000200S y 211C0101000002S del Manual General de Organización del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de Los Pueblos Indígenas del Estado de México, los cuales establecen que el Sujeto Obligado para el ejercicio de sus funciones contará con diversas unidades administrativas, entre otras las siguientes: 

· Unidad de Apoyo Administrativo; Encargada de programar, dirigir y controlar las actividades relacionadas con el manejo de los recursos humanos, materiales y financieros, así como la prestación de servicios generales que requieran las unidades administrativas del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas del Estado de México, para el cumplimiento de sus funciones.

· Unidad de Asuntos Jurídicos e igualdad de Género: Encargada de representar y asesorar jurídicamente a la o al titular del Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas del Estado de México, y en su caso, a la o al Vocal Ejecutivo en los asuntos de su competencia, así como brindar asesoría jurídica a la población indígena de nuestra Entidad; asimismo, instrumentar acciones que aseguren la incorporación de la perspectiva de género en los programas, proyectos, acciones y políticas públicas competencia del CEDIPIEM, con el fin de promover la igualdad de género, erradicar la violencia y discriminación, e impulsar una cultura de respeto y condiciones e igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.

Conforme a lo anterior se logra observar que el Sujeto Obligado, cumplió con parte del procedimiento de búsqueda al omitir gestionar la solicitud de información a la Unidad de Asuntos Jurídicos e Igualdad de Género, unidad administrativa competente para conocer de lo requerido, por lo que, cumplió con parte del procedimiento de búsqueda establecido en el artículo 162 de la Ley de la materia.


Sin menoscabar lo anterior, en respuesta la Unidad de Apoyo Administrativo, informó que conforme a lo dispuesto en los artículos 6°, fracción IV, incisos l) y m), y 16, fracciones IV y V, de la Ley que crea el Organismo Descentralizado, el cargo deberá durar tres años, sin embargo, no señala que no se pueda extender dicho periodo, sumado a que los vocales siguen participando en eventos, reuniones y en sesiones de junta de gobierno, por lo que la retribución económica se eroga en razón de sus funciones.

Conforme a lo anterior, se logra colegir que el Sujeto Obligado indicó, por una parte, el fundamente legal que precisa la duración de los representantes de los pueblos indígenas y, por otra parte, indicó que no existía ningún ordenamiento que prohibiera que se pudiera ampliar su nombramiento.

Por lo que, se logra colegir que el Sujeto Obligado proporcionó la información que daba cuenta de lo solicitado, tal y como obraba en sus archivos, pues entregó el único artículo que precisaba el periodo en el cargado de los representantes indígenas y precisó que no existía alguna normatividad que prohibiera la continuidad en el cargo; dicha situación, toma sustento en el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que establece que los sujetos obligados sólo están constreñidos a proporcionar la información pública que obre en sus archivos, en el estado en que esta se encuentre; por lo que, la entrega no comprende el procesamiento de la misma, ni presentarla conforme al interés del Solicitante.
 
De esta manera, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en el que conste la información solicitada, sin necesidad de elaborar documentos ad hoc; lo cual, de conformidad con en el artículo 160 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual refiere que los sujetos obligados deberán entregar la información que obre en sus archivos. 
 
De tales circunstancias, se concluye que los sujetos obligados únicamente se encuentran constreñidos a proporcionar los documentos que den cuenta de la información solicitada, como obren en sus archivos, sin tener que elaborarlos a las necesidades del Recurrente; lo cual aconteció, pues proporcionó la información que obraba en sus archivos.

No obstante, por lo que hace a la justificación de los pagos señaló que se les realizan en razón de sus funciones, sin embargo, omitió la entrega de los documentos que dieran cuenta de dicha circunstancia entre los cuales podría localizarse la normatividad en la que se acreditara dicha circunstancia.

Al respecto, resulta necesario traer a colación, el Criterio de Interpretación, con clave de control SO/002/2017, de la Segunda Época, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, del cual se desprende que todo acto administrativo debe apegarse al Principio de Congruencia, el cual implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado y la respuesta entregada; por lo que, el Sujeto Obligado incumplió dicho principio lo cual da como resultado que no se pueda validar en tu totalidad la respuesta entregada a este punto de la solicitud.

En ese contexto, se logra colegir que si bien, el Sujeto Obligado señaló la justificación legal de la permanencia de los representantes indígenas ante el organismo, lo cierto es que omitió la entrega de la justificación legal de los pagos erogados en razón de sus funciones, sumado a que omitió turnar la solicitud a la Unidad de Asuntos Jurídicos e Igualdad de Genero encargada de representar los intereses jurídicos del Ente Recurrido, lo cual da como resultado que el agravio sea PARCIALMENTE FUNDADO.

Conforme a lo anterior, se logra vislumbrar que para atender el requerimiento de información el Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas del Estado de México, deberá realizar una búsqueda exhaustiva en todas sus unidades administrativas competentes entre las que no podrá omitir a la Unidad de Asuntos Jurídicos e Igualdad de Género, a efecto de que proporcione los documentos a través de los cuales se justifique los pagos de apoyo económicos generados, para dar cumplimiento al artículo 12 y 160 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Así, este Instituto considera que el Sujeto Obligado deberá proporcionar lo solicitado, en su caso, en versión pública; sobre dicha circunstancia, el artículo 3°, fracción XLV, relacionado con el 137, ambos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, cuando un documento contenga información pública y confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender al requerimiento informativo, deberá elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación. 

Para tal situación, el Sujeto Obligado deberá seguir el procedimiento establecido en el artículo 168 de dicho ordenamiento jurídico; esto es, que el área competente deberá elaborar la versión pública, así como emitir el Acuerdo, por parte del Comité de Transparencia, donde confirme la clasificación de los datos, fundando y motivando la clasificación.

[bookmark: _Toc201094206][bookmark: _Toc202357457][bookmark: _Toc222343996][bookmark: _Toc223014974]SEXTO. Decisión

Con fundamento en el artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Instituto considera procedente MODIFICAR la respuesta otorgada a la solicitud de información 00136/CEDIPIEM/IP/2025, a efecto de que, proporcione en su caso en versión pública la información solicitada.

[bookmark: _Toc199369393]Términos de la Resolución para el Recurrente

Se le hace del conocimiento al Particular, que, en el presente caso, se le concede la razón, pues el Ente Recurrido, omitió la entrega de los documentos que dieran cuenta de la información requerida. La labor del Instituto, es apoyar a la población para acceder a la información pública y garantizar la protección de los datos personales.

Por lo expuesto y fundado, este Pleno:

[bookmark: _Toc201094207][bookmark: _Toc202357458][bookmark: _Toc222343997][bookmark: _Toc223014975]R E S U E L V E

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por el Consejo Estatal para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas del Estado de México, a la solicitud de información 00136/CEDIPIEM/IP/2025 por resultar FUNDADAS las razones o motivos de inconformidad hechos valer por el Recurrente, en términos de los considerandos QUINTO y SEXTO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Ente Recurrido, a efecto de que entregue, a través del SAIMEX, previa búsqueda exhaustiva y razonable en sus unidades administrativas competentes, en su caso en versión pública, al veintidós de septiembre de dos mil veinticinco, los documentos que den cuenta de la Justificación (oficial o legal) del pago de apoyos económicos a los representantes indígenas del Organismo.

En caso de ser necesario, para la entrega de la información, deberá proporcionar el Acuerdo de Clasificación donde el Comité de Transparencia, confirme la eliminación de los datos confidenciales de los documentos, en la versión pública, de conformidad con los artículos 49, fracciones II y VIII, 132, fracción II, 143, fracción I, y 149 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

Para el caso, de que no exista algún documento que contenga la justificación del pago de apoyos económicos, por no haberse generado, deberá hacerlo del conocimiento de manera clara y precisa.

TERCERO. NOTIFÍQUESE POR SAIMEX la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186, último párrafo, 189, segundo párrafo, y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III, 214, 215 y 216 de la Ley referida.
 
De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente Resolución.
 
CUARTO. NOTIFÍQUESE POR SAIMEX al Recurrente la presente Resolución, asimismo, se hace de su conocimiento que de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL VEINTICINCO DE FEBERERO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
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